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Panel integrado por su presidenta la Juez Ortiz Flores, la Juez 

Domínguez Irizarry, la Juez Nieves Figueroa y la Juez Lebrón 
Nieves.1  
 

Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

 

SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Comparece ante nosotros la Academia Santa Teresita, Inc. (en 

adelante la Academia o la peticionaria), mediante recurso de 

certiorari. Solicita la revocación de una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón (en 

adelante el Tribunal o TPI), en la cual se declaró No Ha Lugar una 

solicitud de inhibición.  

Examinada la Moción Solicitando la Desestimación del Recurso 

de Certiorari, somos del criterio que el recurso no se perfeccionó 

conforme a derecho, por lo que acordamos desestimarlo por falta de 

jurisdicción.  

I.  

 Surge del expediente ante nuestra consideración, que la 

Academia presentó Moción Solicitando Formalmente Inhibición, 

reclamando la inhibición del Hon. Raphael G. Rojas Fernández, por 

 
1 La Juez Domínguez Irizarry no intervino. 



 
 

 
KLCE201901311 

 

2 

haber intervenido y adjudicado previamente la presente causa de 

acción.2 A esos efectos, la Sra. Karen López Berríos (en adelante la 

señora López o la recurrida), presentó Oposición a Moción Titulada 

“Moción Solicitando Formalmente Inhibición” y Solicitud de Sanciones 

Económicas, alegando que la solicitud fue presentada tardíamente 

al dejar expirar el término provisto por la Regla 63.2(a) de 

Procedimiento Civil. Así pues, sostuvo que el Tribunal carecía de 

jurisdicción para atender la moción de inhibición.3  

 Luego de varios tramites procesales, el TPI emitió Resolución 

declarando No Ha Lugar el planteamiento de recusación del Hon. 

Raphael G. Rojas Fernández en virtud de la Regla 63 de 

Procedimiento Civil. En la misma, concluyó que no surgía del 

expediente judicial algún tipo de perjuicio o parcialidad en cuanto a 

la controversia o alguna de las partes.4  

 Inconforme, la Academia recurre mediante el auto de 

certiorari ante nuestra consideración, señalando que:  

 Erró el tribunal de instancia al declarar no ha 
lugar la inhibición solicitada del honorable 
Raphael G. Rojas Fernández, ante quien fue 

celebrado el juicio previo del caso de epígrafe, 
recibió y aquilató la prueba y emitió sentencia, y 
quien de ese modo había juzgado previamente el 

caso. 
 

 Posteriormente, la señora López presentó Moción Solicitando 

la Desestimación del Recurso de Certiorari, alegando que el 11 de 

junio de 2013, notificada el 14 del mismo mes y año, el TPI dictó 

Resolución5 en la que declaró Ha Lugar la conversión del 

procedimiento sumario a uno ordinario. La recurrida destaca que 

fue la Academia quien solicitó la conversión del caso a uno ordinario, 

 
2 Véase, apéndice de la peticionaria, Exhibit 70, Moción Solicitando Formalmente 
Inhibición, págs. 308-316. 
3 Id., Exhibit 71, Oposición a Moción Titulada “Moción Solicitando Formalmente 

Inhibición” y Solicitud de Sanciones Económicas, págs. 317-333. 
4 Id., Exhibit 76, Resolución, págs. 338-348. 
5 Id., Exhibit 6, Resolución, págs. 28-29. 
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razón por la que tenía conocimiento del pago requerido. 

Correctamente, señala que al ser un caso ordinario procedía la 

prestación de los sellos de rentas internas para la tramitación de 

casos civiles. Así pues, indica que el acceso obtenido mediante el 

recurso radicado sin el pago de aranceles es nulo e ineficaz. 

 La Academia presentó Moción en Oposición a “Moción 

Solicitando la Desestimación del Recurso de Certiorari”, alegando que 

no le asiste la razón a la recurrida en su contención de que, este 

caso de índole laboral no está exento del pago de aranceles por el 

hecho de haberse convertido de sumario a ordinario. En lo 

pertinente, señala lo siguiente:  

Aduce la parte recurrida que, por haber dispuesto 
Instancia, a pedidos de la parte que comparece, 
el cambio procesal a uno ordinario para permitir 

descubrimiento de prueba más amplio a ambas 
partes, ello obliga a la cancelación de aranceles 

por las partes en este caso; no obstante, ningún 
apuntamiento realizó en términos si de, a tenor 
con ello, en ese momento le planteó al Honorable 

Tribunal de Instancia que debía entonces 
ordenarse la cancelación de aranceles por ambas 
partes por el trámite de la acción; algo que 

argumentamos pero que entendemos resulta 
absurdo, habida consideración de que lo que no 

ha ocurrido en Instancia en este caso, y al 
presente tampoco a nivel apelativo, es que 
hubieran sido abandonados los fundamentos 

jurídicos que brindan las leyes laborales 
invocadas por la parte recurrida […].(Énfasis 

suplido). 
 

Por otro lado, aduce que, de ser cierto, fue eximida de la 

cancelación de aranceles al momento de presentar el recurso en 

Secretaría. En razón de ello, alega que esa falta no le es imputable. 

Así pues, indica que, de proceder la cancelación del arancel, no se 

debería desestimar el caso, sino ordenar el pago del mismo.  

II.  

Es norma reiterada que, para el perfeccionamiento de los 

recursos en los tribunales de justicia, las partes tienen que cumplir 

con las disposiciones sustantivas, y procesales necesarias para 
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colocar a los tribunales en condiciones de adjudicarlos. Nuestro 

ordenamiento jurídico exige la presentación de los aranceles 

correspondientes para que se perfeccione un recurso, por lo que 

para invocar la jurisdicción de este Tribunal es necesario que todo 

litigante pague dicho arancel y adhiera los sellos a su recurso.  Un 

escrito al cual no se le haya fijado los sellos por la cantidad de 

arancel correspondiente, será nulo y sin valor.6 Por eso, el 

incumplimiento con la presentación de los sellos correspondientes 

conlleva la desestimación del recurso presentado.7  

Reiteradamente el Tribunal Supremo ha resuelto que todas 

las partes, incluso aquellas que comparecen por derecho propio, 

tienen el deber de observar fielmente las disposiciones 

reglamentarias establecidas por nuestro ordenamiento para la 

forma y presentación de los recursos.  Su cumplimiento bajo 

ningunas circunstancias queda al arbitrio de las partes.   Esta 

norma es de tal envergadura que de no observarse las reglas 

referentes a su perfeccionamiento, el derecho procesal apelativo 

autoriza la desestimación del recurso.8  

Entre los costos que un litigante debe soportar para 

perfeccionar un recurso de apelación está el pago de los aranceles 

de presentación.9 El Tribunal Supremo reiteró que en nuestro 

ordenamiento jurídico el pago de los aranceles de presentación es 

un requisito para la perfección de cualquier recurso, y que dicho 

pago “busca cubrir los gastos asociados a los trámites judiciales”.10 

A estos efectos, dispone nuestro Código de Enjuiciamiento Civil que 

 
6 Gran Vista I, Inc. v. Gutiérrez Santiago, 170 DPR 174, 189 (2007); 32 LPRA sec. 

1481. 
7 Id., pág. 194; Padilla v. García, 61 DPR 734, 737 (1943).   
8 Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 DPR 281, 290 (2011); Pueblo v. Rivera 

Toro, 173 DPR 137, 145 (2008). 
9 Gran Vista I, Inc. v. Gutiérrez, 170 DPR 174, 191 (2007) 
10 M–Care Compounding et al. v. Depto. Salud, 186 DPR 159, 174 (2012), 
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el propósito del pago de un arancel de derechos es cubrir “las 

operaciones de los secretarios y alguaciles de los tribunales.”11  

Expresó, además el Tribunal Supremo, que es nulo e ineficaz 

un escrito judicial presentado sin los sellos de rentas internas que 

la ley ordena cancelar, y que esa obligación se extiende a los 

recursos apelativos.12 En relación a lo antes señalado, el 30 de julio 

de 2009 fue aprobada la Ley de Medios electrónicos para el pago de 

derechos y cargos en el Tribunal General de Justicia, Ley Núm. 47-

2009, 32 LPRA 1476 et seq. La referida ley establece en su Artículo 

8 que, 

[t]odos y cada uno de los documentos o escritos 
que requieran el pago de derechos para su 
presentación ante el tribunal serán nulos y sin 

valor y no se admitirán como prueba en juicio a 
menos que dicho pago esté debidamente 

evidenciado, conforme a las normas que a tales 
fines establezca el(la) Juez(a) Presidente(a) del 
Tribunal Supremo o la persona en quien éste(a) 

delegue”.13 
 

“Sin embargo, siendo el Pueblo de Puerto Rico la parte 

verdaderamente afectada en todo caso en que un litigante omite 

pagar y adherir a sus escritos los sellos requeridos por ley, [el 

Tribunal Supremo ha] reconocido instancias en las que dicha 

omisión no conlleva la nulidad ab initio del documento”.14 La regla 

general que dispone la nulidad de los escritos judiciales presentados 

sin pagar los aranceles correspondientes tiene las siguientes 

excepciones:  

(1) si la persona es indigente;  
(2) si una persona solicita por primera vez en la 
etapa apelativa que se le permita litigar como 

indigente, sin que medie fraude o colusión de su 
parte, y el tribunal rechaza su petición, no se 

desestimará su recurso si presenta los aranceles 
correspondientes después de vencido el plazo 

 
11 32 LPRA § 1477; Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, supra. 
12 M–Care Compounding et al. v. Depto. Salud, supra; Véase, además, Silva Barreto 

v. Tejada Martell, 198 DPR 311 (2017). 
13 Ley Núm. 47-2009, supra, 32 LPRA sec. 1481 
14 Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, supra. 
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apelativo, una vez se deniega la solicitud para 
litigar in forma pauperis;  

(3) cuando la deficiencia arancelaria ocurre sin 
intervención de la parte ni intención de 

defraudar, sino por inadvertencia de un 
funcionario judicial, que acepta por equivocación 
un escrito sin pago alguno o por una cantidad 

menor de los aranceles que corresponden, y  
(4) si la insuficiencia se debió a las instrucciones 

erróneas del Secretario del tribunal, sin 
intervención de la parte, colusión o intención de 
defraudar.15  

 

Ahora bien, el Tribunal Supremo recalcó que, cuando el error 

se debe a la parte o a su abogado, no se reconoce excepción alguna 

a dicho mandato, sino que se concretiza la situación que la ley 

persigue regular: un documento carece de los aranceles 

correspondientes, por lo que es nulo y carece de validez.16  

Por tanto, un recurso presentado ante este Tribunal es nulo y 

por consiguiente, carece de validez, si la parte no acompaña los 

aranceles correspondientes dentro del término para apelar.17 

Incluso, si un funcionario del tribunal acepta la insuficiencia 

“deliberadamente” comete delito menos grave.18  

De otro lado, la jurisdicción es la autoridad que tienen los 

foros judiciales para atender controversias con efecto vinculante 

para las partes, por lo que el incumplimiento con los requisitos 

esenciales para el perfeccionamiento de un recurso impide que el 

Tribunal de Apelaciones pueda atender la controversia que se le 

presenta.19 Las partes, o el foro apelativo, no pueden soslayar 

injustificadamente el cumplimiento del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones.20  

Por último, la Regla 83(B) y(C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 83(B) y(C), le confiere autoridad 

 
15 M-Care Compounding et al. v. Depto. Salud, supra, pág. 177. 
16 Id. 
17 Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 781 (1976). 
18 Sección 4, Ley Núm. 17, supra, 32 LPRA sec. 1480. 
19 Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. y otros, 188 DPR 98, 105 (2013). 
20 Morán v. Martí, 165 DPR 356, 363–364 (2005). 
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a este Tribunal para desestimar un recurso por cualquiera de las 

siguientes circunstancias: 

[ ... ] 
(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 
momento la desestimación de un recurso por los 

motivos siguientes: 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; 

(2) que el recurso fue presentado fuera del 
término de cumplimiento estricto dispuesto por 

ley sin que exista justa causa para ello. 
(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe; 

(4) que el recurso es frívolo y surge claramente 
que no se ha presentado una controversia 

sustancial o que ha sido interpuesto para 
demorar los procedimientos; 
(5) que el recurso se ha convertido en académico. 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o 
denegar un auto discrecional por cualesquiera de 

los motivos consignados en el inciso (B) 
precedente. (Énfasis nuestro.) 

 

La Regla 83(C) faculta a este Tribunal para que, a iniciativa 

propia, desestime un recurso cuando carecemos de jurisdicción 

para resolverlo.21 Sin embargo, ante la severidad de esta sanción, el 

Tribunal Supremo nos ha impuesto la necesidad de asegurarnos que 

el quebrantamiento de las disposiciones reglamentarias haya 

provocado un impedimento real y meritorio para que podamos 

considerar el caso en los méritos. Solo si se cumple con dicho 

parámetro procederá la desestimación.22   

III.  

Conforme a la doctrina anteriormente expuesta, no cabe duda 

de que la Academia venía obligada a perfeccionar su recurso 

conforme a derecho.  De lo contrario, este Tribunal se ve impedido 

de entender en el recurso instado.23  

Examinados los escritos de las partes, así como el expediente 

ante nuestra consideración, se desprende que, desde el 11 de junio 

 
21 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 83(C). 
22 Román et als. v. Román et als., 158 DPR 163, 167 (2002).   
23 Morán v. Martí, supra.   
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de 2013, fue emitida Resolución la cual advino final y firme. En la 

misma, se estableció la conversión del caso de un proceso sumario 

a uno ordinario. Así pues, es harto conocido que las reclamaciones 

laborales acogidas al procedimiento sumario establecido en la Ley 

Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA sec. 

3132, están exentas del pago de derechos arancelarios. Sin 

embargo, según antes expuesto, la presente querella se convirtió en 

un procedimiento ordinario, razón por la que no es aplicable al 

presente recurso dicha disposición de ley conforme sostiene la 

peticionaria. Así las cosas, la Academia venía obligada a cancelar la 

cantidad dispuesta en el inciso (L) de la Resolución del Tribunal 

Supremo ER–2015–01, In re Aprobación de los Derechos Arancelarios 

Pagaderos a Los(as) Secretarios(as), Alguaciles(as) y otro personal de 

la Rama Judicial que ejerce funciones de Recaudación, 192 DPR 

397,398 (2015). 

Ahora bien, la peticionaria justifica su incumplimiento 

alegando que fue eximida del pago requerido al momento de 

presentar el recurso en Secretaría. Sin embargo, es de conocimiento 

de las partes desde el 11 de junio de 2013 que, ante la conversión 

de la acción a un proceso ordinario, tenían que presentar el pago de 

aranceles tanto en el TPI, como en este foro de recurrir al mismo. No 

obstante, se desprende de la oposición a la desestimación que, los 

aranceles no han sido presentados en este foro, ni en el TPI, 

alegando la Academia que no han sido abandonados los 

fundamentos jurídicos que le brindan las leyes laborales invocadas 

en su reclamación.  

Por lo tanto, ante el referido argumento, el error en el 

cumplimiento con el pago de aranceles de presentación se debe a la 

parte o a su abogado. De manera que, no se reconoce excepción 

alguna al mandato antes consignado. En consecuencia, ante la falta 
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de los aranceles de presentación, el recurso de certiorari aquí instado 

es uno nulo y carece de validez. Por lo que, al no perfeccionarse el 

recurso conforme dispone nuestro Reglamento y la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo, carecemos de jurisdicción para atender el 

mismo. 

Dado que la falta de jurisdicción no puede ser subsanada, 

como tampoco puede arrogársela el Tribunal cuando no la hay, lo 

único que podemos hacer es así declararlo y desestimar el recurso 

ante nuestra consideración.24  

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, desestimamos 

el recurso de epígrafe ante la falta en el pago de los aranceles. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
24 Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR __, 2019 TSPR 91; Ruiz Camilo v. 
Trafon Group, Inc., 200 DPR 254, 267 (2018); Mun. de San Sebastián v. QMC 
Telecom, 190 DPR 652, 660 (2014). 


